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P endientes de la partitura, ya 
conocemos los primeros 
compases de la sinfonía pre-

supuestaria. En su primer ensayo, las 
notas marcadamente sociales atraen 
nuestra atención. Tanto, que olvida-
mos que la orquesta está endeudada 
hasta las cejas, que el sueldo de los 
músicos y el coste de su manteni-
miento supera desde hace años el de 
sus ingresos, que aumentar el precio 
de las entradas puede tener efectos 
negativos en la audiencia, y que la 
ilusión de los melómanos está en ho-
ras bajas. ¿Y qué hacer? Pues poco, o 
mucho. Podemos continuar conven-
cidos de que la orquesta es un don 
sobrenatural que nos trasciende, o 
podemos percatarnos de que no 
existe ningún don natural y que so-
mos cada uno de nosotros quienes a 
través de nuestras aportaciones pa-
gamos los sueldos y el mantenimien-
to de la orquesta. Pensar lo contrario 
es un espejismo. Pero claro, como el 
dinero lo han de pagar “los ricos”, no 
percibimos la magnitud del proble-
ma hasta que caemos en la cuenta de 
que la gran parte del pastel la paga-
mos siempre los mismos aunque sea 
de forma inconsciente. En eso, la es-
trategia de comunicación de la or-
questa es de las mejores de Europa. 

En este contexto, la primera tarea 
de quien tiene la máxima responsabi-
lidad en tamaña empresa es la de pro-
curar mantener su calidad mejoran-
do su eficiencia y garantizando su 
sostenibilidad. Antes que subir el 
precio de las entradas más caras y de 
bonificar las más baratas, decisión 

aplaudida por quienes están conven-
cidos de que el concierto es un dere-
cho al que se debe acceder gratuita-
mente por parte de los menos favore-
cidos, hay que revisar con rigor los 
costes de la compañía. Y, al revisar-
los, nos damos cuenta de que la inver-
sión realizada en el auditorio de la 
ciudad es desproporcionada, que es-
tá absolutamente infrautilizado, que 
las desviaciones presupuestarias que 
al construirlo se han producido son 
muy relevantes y que la cerámica de 
lujo que recubre las amplias y majes-
tuosas salas es de verdadero museo.  

Observamos, también, que existe 
una bonificación del 50% del precio 
de las entradas para quienes asistan a 
un mínimo de 10 conciertos al año, 
pero que nadie controla si tan suges-
tiva oferta ha tenido sus efectos en 
términos de eficacia (promover una 
mayor asistencia) y de eficiencia (au-
mentar la recaudación).  

Nadie se ha preocupado tampoco 

de negociar la mejora de los costes 
por el desplazamiento de los músi-
cos, de optimizar el mantenimiento 
del auditorio o el consumo eléctrico 
de la sala principal de conciertos, de 
analizar si es necesario comprar ca-
da año 3 violines de máxima calidad, 
o si es imprescindible contratar a los 
músicos más caros del mundo, esto 
es, si se aplican criterios objetivos de 
austeridad o racionalidad en la ges-
tión del gasto que nada tiene que ver 
con la calidad de los músicos y de su 
música.  

Como lo único importante es que 
se hable de ella, nadie ha reparado en 
la duplicidad de costes que repre-
senta tener cuatro auditorios en sen-
das ciudades españolas que, al mar-

gen de su notoriedad, son a todas lu-
ces irrentables por la escasa asisten-
cia de público y por su elevado coste 
de mantenimiento. Pero la estrategia 
de comunicación impone 3 audicio-
nes al año en cada uno de ellos a pe-
sar de que su eficacia y eficiencia en 
absoluto lo aconsejan. Lo importan-
te es que se perciba la omnipresencia 
de la orquesta. 

Nadie ha planteado hacer un rigu-
roso plan de viabilidad que detecte 
los problemas estructurales que la 
empresa tiene y proponga las medi-
das que garanticen su sostenibilidad 
y que permita que los músicos se cen-
tren en desarrollar su potencial musi-
cal en lugar de hacerlo en la humana 
preocupación por su futuro inmedia-
to y el de su familia, seriamente ame-
nazado por la delicada situación de la 
compañía. Lo importante, se les dice, 
es dejarse llevar por la magia de la 
música. Bueno, para ser sinceros, en 
una ocasión un “iluminado” propuso 

un realista plan de choque cuya res-
puesta fue su contundente despido 
por parte del Consejo de la empresa 
integrado en su gran parte por aficio-
nados a la música con escasa expe-
riencia en orquestas y con muy poca 
preparación para una gesta de tama-
ñas características. Su prioridad es 
que se hable mucho de la orquesta y 
de su importante función social. Su 
coste, poco importa.  

Y así transcurre un año tras otro 
sin que nadie responda por sus actos 
porque la orquesta, me he olvidado 
decirlo, goza de inmunidad. 

¿Les suena la música? O afronta-
mos la realidad, o todo lo que haga-
mos alarga la agonía, nos induce a un 
sueño imposible, y no garantiza la 
sostenibilidad. El primer y principal 
problema es de gasto: ausencia de 
valoración de las políticas públicas, 
duplicidades, falta de profesionaliza-
ción, memorias económicas insufi-
cientes, desviaciones presupuesta-
rias, ausencia de austeridad, inexis-
tencia de responsabilidad, y un largo 
etcétera cuya corrección es tan nece-
saria y urgente como compatible con 
el mantenimiento de la Sociedad del 
Bienestar. Sostener lo contrario, es 
pura demagogia. 

Antes que subir impuestos o, me-
jor, de reformar la fiscalidad, hay 
pues que afrontar el problema del 
gasto, y si no se hace, es porque nos 
centramos en los réditos a corto pla-
zo y no en el interés general del país 
en términos estratégicos y de soste-
nibilidad; enfermedad, por cierto, 
que ha adquirido ya la condición de 
epidemia. Mientras, en el segundo 
piso, se susurra por lo bajo que me-
nos canto de sirenas y más concien-
cia de lo duro que es hoy ejercer de 
músico.
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E l pasado 18 de octubre, y en dí-
as sucesivos, se produjo un 
desplome de la banca de mi-

les de millones de euros tras cono-
cerse la Sentencia por la que el Tri-
bunal Supremo casaba una senten-
cia del Tribunal Superior de Justicia 
de Madrid y anulaba el artículo 68.2 
del Reglamento del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Ac-
tos Jurídicos Documentados (AJD), 
señalando contraria a la ley la deter-
minación del sujeto pasivo en la 
constitución de una hipoteca que re-
cogía la norma reglamentaria. 

A partir de esta referencia todo se 
complicó. Para la banca, para las Ad-
ministraciones Tributarias y para los 
contribuyentes. El Tribunal Supre-
mo decidía la suspensión del resto de 
procedimientos y su elevación al Ple-

no de la Sala para poder fijar una doc-
trina sobre la delimitación del sujeto 
pasivo en dicho impuesto cuando 
existe una garantía hipotecaria. 

El problema central de esta Sen-
tencia, que al ser dictada ya es ejecu-
tiva y contiene un pronunciamiento 
de anulación que será ejecutivo des-
de su publicación en el BOE, es dilu-
cidar en este caso concreto la aplica-
ción que tienen las sentencias del 
orden jurisdiccional contencioso 
administrativo cuando anulan una 
disposición reglamentaria, dado 
que esta anulación no produce auto-
máticamente la anulación de los ac-
tos administrativos dictados en apli-
cación de la norma derogada. 

Este principio general recogido en 
el artículo 73 de la Ley de la Jurisdic-
ción contencioso-administrativa (“… 
Las sentencias firmes que anulen un 
precepto de una disposición general 
no afectarán por sí mismas a la efica-
cia de las sentencias o actos adminis-
trativos firmes que lo hayan aplicado 
antes de que la anulación alcanzara 

efectos generales, salvo en el caso de 
que la anulación del precepto supu-
siera la exclusión o la reducción de 
las sanciones aún no ejecutadas 
completamente...”) nos lleva de lleno 
a la figura de la retroactividad o no 
del fallo dictado. 

Esto nos permite indicar que no 
hay un eficacia “por sí misma” deri-
vada de la anulación del precepto. Es 
preciso expulsar del Ordenamiento 
Jurídico uno a uno los actos admi-
nistrativos dictados en ejecución de 
la misma. En síntesis, según la doc-
trina jurisprudencial reiterada en 
aplicación de este precepto, se debe-
rían distinguir dos tipos de actos ad-
ministrativos: i) los actos adminis-
trativos que hayan adquirido firme-
za antes de que la sentencia que de-
clara la nulidad de la disposición que 

aplican alcance o tenga efectos gene-
rales resultan, como regla general, 
intangibles. El límite a partir del cual 
no puede invocarse dicha firmeza de 
los actos aplicativos de la norma 
anulada es la publicación del fallo 
anulatorio, y ii) los actos administra-
tivos que no hayan adquirido tal fir-
meza, frente a los que puede hacerse 
valer la declaración de nulidad de la 
disposición que aplicaron. 

En todo caso esta expulsión del 
Ordenamiento Jurídico exige acredi-
tar que el acto dictado se fundamenta 
en el artículo del Reglamento anula-
do y, en todo caso, plantea dudas evi-
dentes en función de que los actos se-
an firmes, impugnados o consentidos 
o que nunca se recurrieron.  

La pregunta en este estado de las 
cosas es clara ¿qué debemos esperar 
de la Sentencia del Pleno de la Sala 
Tercera el Tribunal Supremo? Tras 
conocerse la línea iniciada por la 
Sentencia, y en el sentido de que el 
Pleno comparta el criterio de la Sec-
ción, lo razonable en aras de la segu-

ridad jurídica sería fijar un criterio 
sobre la retroactividad. Y ello por-
que la decisión de los jueces civiles 
que están resolviendo sobre la vali-
dez de las cláusulas de gastos de for-
malización de hipoteca, en especial 
actos jurídicos documentados, esta-
rá íntimamente relacionada con la 
decisión que al respecto adopte el 
Pleno de la Sala de lo contencioso 
administrativo. 

Sería deseable que el Pleno se pro-
nunciara sobre cómo debería afectar 
la retroacción para actos administra-
tivos que han quedado firmes, por no 
haber sido recurridos o incluso por 
haber sido recurridos y haberse dic-
tado sentencias contrarias al criterio 
actual.  

En esencia, los efectos de la Sen-
tencia en relación con las relaciones 
jurídicas tributarias previas es el ele-
mento central que esperamos aclare 
la Sentencia del Pleno en el supuesto 
de que confirme el criterio de la Sec-
ción.
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